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	Introducción:
En el presente curso se abordan dos temáticas ciertamente relevantes para las sociedades contemporáneas: democracia y derechos humanos.  Cada una de ellas apunta a una problemática particular, caracterizada por su propia complejidad teórica y práctica. Asimismo, ahora más que nunca, se entiende que ambas temáticas son inseparables, en tanto que no puede haber una real democracia sin un respeto firme a los derechos humanos fundamentales. Abordar con el mayor rigor el significado de la democracia y los derechos humanos –en sus contenidos fundamentales y en sus implicaciones prácticas— es una exigencia doble: para la formación y para la formación moral. Este curso está dedicado precisamente a este abordaje, al final del cual se espera no sólo un dominio sólido de los contenidos esenciales sobre los temas de democracia y derechos humanos, sino un compromiso personal con la edificación de un orden democrático fundado en el respeto de los derechos humanos.    
Objetivo:

Profundizar en el estudio de la naturaleza de los derechos humanos y en sus diferentes clases o tipos con el fin de capacitar al docente para que pueda producir aprendizajes significativos en torno a esta temática. Asimismo, se busca establecer la estrecha relación que existe entre derechos humanos y democracia.


	Descripción y metodología:

A lo largo de los contenidos se hace una introducción a los derechos y se profundiza en su universalización, a partir de las diferentes declaraciones y pactos internacionales. Se finaliza profundizando en los derechos civiles y políticos y en los derechos económicos, sociales y culturales. 

Metodológicamente, se recomienda –además de las exposiciones magistrales— la revisión de documentos fundamentales en el tema de los derechos humanos. Asimismo, se deberá recurrir a la experiencia propia de los y las estudiantes en la temática de los derechos humanos: situaciones de violación de los derechos humanos que ellos y ellas conozcan dentro y fuera de la escuela; iniciativas de defensa de los derechos humanos que conozcan y en las que hayan participado, etc.

Logros:

Logros cognoscitivos: conoce los temas y conceptos relacionados con los derechos humanos y la democracia. 

Logros procedimentales: es capaz de identificar una gama de situaciones –dentro y fuera del aula— en la que los derechos humanos son violentados. Puede enjuiciar esas situaciones a la luz de las normativas más importantes en materia de derechos humanos. 

Logros actitudinales: asume como principio de comportamiento personal el respeto irrestricto de los derechos humanos y la democracia.



	Contenidos:
1. Democracia y derechos humanos: definiciones.
-Democracia: orígenes y definición

-Democracia liberal clásica y capitalismo

-Las poliarquías

-Democratización

-Valoración crítica de la democracia

-Cultura política democrática

-Estado democrático de derecho: su fundamento en los derechos humanos

2. Introducción a los derechos. 

-Dignidad humana y derechos humanos

-El problema de la naturaleza humana

-Lo natural, lo social y cultural en el ser humano

-Los derechos como una construcción socio-histórica

3. La universalización de los derechos humanos.
-¿Cuáles son los derechos universales y por qué? 

-Análisis de la Declaración universal de los derechos humanos
-Experiencias de violación a los derechos humanos: mecanismos socio-económicos, institucionales y estatales
4. Los derechos civiles y políticos.

-¿En qué consisten los derechos civiles y políticos?

-Análisis del Pacto internacional de derechos civiles y políticos 

-Condiciones de respeto y garantía: legales, institucionales, estatales y socio-culturales 

-Situaciones de violación de los derechos civiles y políticos

-Democracia y derechos civiles y políticos 

5. Los derechos económicos, sociales y culturales

-¿En qué consisten los derechos económicos, sociales y culturales?

-Análisis del Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales
-Condiciones de respeto y garantía: económicas, sociales, culturales, institucionales y estatales 

-Situaciones de violación a los derechos económicos, sociales y culturales

6. El tema de género 
-La construcción social de las identidades
-Feminidad y masculinidad 
-El lenguaje no sexista 

- Análisis de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
- Situaciones de discriminación contra la mujer: factores estructurales
-¿Cómo eliminar esas dinámicas de discriminación?
7. Los derechos humanos en El Salvador.

-Derechos civiles y políticos

-Derechos económico, sociales y culturales

-Situación de las mujeres en materia de derechos humanos

8. Identificación de problemáticas de derechos humanos en el aula

-Experiencias negativas

-Lo cotidiano en el respeto a los derechos humanos

-Propuestas de solución (I): la discusión sobre derechos humanos

 -Propuestas de solución (II): la práctica de los derechos humanos



	Número de horas: 40

	Evaluación:
Asistencia y participación          10%

Trabajo 1 (cuestionario)             10%

Trabajo 2 (resumen)                   10%

Trabajo 3 (resumen)                   10%

Trabajo 4 (Ensayo)                     20%

Trabajo final (Investigación)     40%
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Textos

La democracia y sus exigencias
Luis Armando González
 I. Democracia
 1. Orígenes        
La palabra “democracia” es una palabra ciertamente antigua: fue usada por los griegos en el siglo V antes de Cristo y proviene de las dos raíces demos que significa “pueblo” y kratos que significa “poder”. Es decir, democracia quiere decir “poder del pueblo” o “poder de la mayoría”.  Para los griegos, lo opuesto a la democracia es, por un lado, la aristocracia (“poder de unos pocos”) y, por otro lado, la monarquía (“poder de uno solo”). Junto con la palabra, los griegos inventaron también un tipo particular de práctica democrática: las Asambleas, en las cuales un consejo de ciudadanos griegos (hombres) tomaba las decisiones más importantes de la polis o ciudad; por ejemplo, decisiones judiciales, de tributación y militares. Esas decisiones eran tomadas por decisión de la mayoría, una vez discutidos y debatidos los argumentos en pro y en contra de las mismas.       

Se puede decir con toda propiedad que la democracia es un invento griego (1). Sin embargo, desde los griegos del siglo V antes de Cristo y el momento actual hay un enorme lapso de tiempo en el cual han pasado muchas cosas en la historia de la humanidad. En buena parte de ese lapso de tiempo –prácticamente, desde la caída del imperio romano (siglos VI y VII después de Cristo) hasta el declive de la Edad Media (siglos XV-XVI después de Cristo) la democracia desapareció del horizonte del ejercicio político.  Sólo comenzó a resurgir con los inicios de la edad moderna (siglos XVII-XVIII) y poco a poco se fue convirtiendo en un instrumento de lucha contra reyes y príncipes (contra las monarquías), para terminar por convertirse en un régimen político, a partir del siglo XIX. El siglo XX fue el siglo de la democracia, no tanto por su éxito generalizado sino porque fue el régimen que se contrapuso como la gran alternativa a otros que se consideraban desacreditados. Fue en la primera mitad del siglo XX que el líder británico Winston Churchill dijo que la democracia era el régimen político menos malo de todos los existentes; pensaba en el fascismo, en el nazismo y el totalitarismo.       

Ya más cerca de nosotros –a finales de los años ochenta—la democracia cobró una fuerza inusitada. Se convirtió en la meta de una gran mayoría de sociedades en el mundo. Junto con ello, se dedicaron muchas energías para entender no sólo su evolución, sino también sus dimensiones y requisitos. A la par de ello, se avanzó en la comprensión teórica de la democracia, sobre la cual se han elaborado importantes definiciones que se han convertido en un requisito imprescindible para su conocimiento y promoción.  


 2. Definición     
Así, en un primer momento, la democracia puede definirse como un modo de organizar y dirigir la sociedad desde el Estado, que se caracteriza no sólo por el recambio periódico de unos gobernantes que representan a los gobernados —mediante elecciones—, sino por la defensa de los intereses de las mayorías, el respeto por las minorías, la tolerancia, el pluralismo ideológico y político, y la resistencia al despotismo. La democracia es, pues, un régimen político donde los ciudadanos no sólo participan voluntariamente de su gobierno, sino que ejercen algún tipo de control sobre las acciones del poder político; ello quiere decir que la autoridad pública es limitada y que se reconoce un área relativamente amplia de libertad privada. En la esfera privada, amplios espacios de la vida personal se dejan a la elección de cada cual; en la esfera pública, la ciudadanía —directa o indirectamente— determina las políticas de gobierno.     

Juan Linz lo expresa de este modo: "nuestro criterio para definir una democracia puede resumirse diciendo que es la libertad legal para formular y proponer alternativas políticas con derechos concomitantes de libertad de asociación, libertad de expresión y otras libertades básicas de la persona; competencia libre y no violenta entre líderes con una revalidación periódica de su derecho para gobernar; inclusión de todos los cargos políticos efectivos en el proceso democrático, y medidas para la participación de todos los miembros de la comunidad política, cualquiera que fueran las preferencias políticas. Prácticamente esto significa libertad para crear partidos políticos y para realizar elecciones libres y honestas a intervalos regulares, sin excluir ningún cargo político efectivo de la responsabilidad directa o indirecta ante el electorado"(2).      

Por su parte, Ramón Folch lo dice de esta manera: “la democracia garantiza la prevalencia de los criterios frente a oligocracias y al despotismo, pero también asegura el derecho a la discrepancia minoritaria, porque dista tanto de someterse al totalitarismo como de reducirse a una grosera y simple dictadura de la mayoría. La democracia es el respeto hacia los demás, correspondido por el respeto que recibe uno de los demás (3)”. 

A su vez, Folch apunta algo importante y que con frecuencia se pierde de vista: que la democracia es un modo posible que tienen los seres humanos, todos ellos con potencialidades de que ameritan igual respeto, de organizar su vida, puesto que en ella se asume que los individuos poseen facultades morales y racionales, libertad y derechos, poder y capacidad de compartir la gobernabilidad equitativamente. Es decir, la democracia es una forma de vida que, en cuanto tal,  trata de conciliar, como quiere Fernando Savater, libertad y seguridad: "libertad para emprenderlo todo, pues el individuo es supremo y no reconoce otro límite para sus ambiciones más que el de su fuerza o capacidad; pero seguridad que garantice algunas de las ventajas protectoras que aseguraba el viejo Padre muerto y mitigue un tanto el permanente temor en el que su desaparición ha instalado para siempre a los hombres libres"(4).     

La democracia, en este sentido, es primordialmente un procedimiento, un método. ¿Para qué? Para evitar que el poder estatal se concentre en pocas manos y sea usado despóticamente. Pero no es sólo un procedimiento, pues también pretende alentar la participación ciudadana en los asuntos públicos. Distintas formas de democracia participativa, (en la cual las decisiones se toman a partir de la discusión y acuerdo entre todos los afectados) se derivan de esta dimensión de la democracia. También se derivan de ella distintas formas de democracia directa (en la cual la ejecución de las decisiones tomadas involucra a todos los afectados).  Sin embargo, ni la democracia directa ni la democracia participativa pueden reemplazar a la democracia como procedimiento ni pueden reemplazar  el carácter representativo de la misma. Y ello en virtud de la dificultad de hacerlas operativas en sociedades nacionales o transnacionales. Si todos (y todas) participaran directamente en todo estas sociedades se paralizarían.

No obstante lo anterior, no se quiere decir aquí que la democracia sea ajena a la participación directa de los ciudadanos y ciudadanas. Al contrario, la democracia exige, a medida que se desarrolla y se arraiga en las sociedades, mayores niveles de participación social. Por eso cuando se habla de democracia no se dice “Democracia participativa”: la participación es una exigencia intrínseca de la democracia –al igual que lo son la deliberación, el debate, el disenso y la representación—. Todo ello está englobado en el termino democracia. Y es eso lo que trasluce en estas palabras de Alain Touraine, cuando escribe, en su libro ¿Qué es la democracia?, que “las reglas de procedimiento no son más que medios al servicio de fines nunca alcanzados, pero que deben dar su sentido a las actividades políticas: impedir la arbitrariedad y el secreto, responder a las demandas de la mayoría, garantizar la participación de la mayor cantidad posible de personas en la vida pública… No podemos contentarnos con una democracia de deliberación; necesitamos una democracia de liberación”(5). 

3. Democratización          

Ningún país alcanza la democracia plena. A los que más se acercan al ideal democrático se les llama poliarquía, es decir, regímenes políticos que cumplen con los requisitos básicos de la democracia: a) cargos electivos para el control de las decisiones políticas; b) elecciones libres, periódicas e imparciales; c) sufragio inclusivo; d) derecho a ocupar cargos públicos en el gobierno; f) libertad de expresión; g) existencia y protección por ley de variedad de fuentes de información; y h) derecho a constituir asociaciones u organizaciones autónomas, partidos políticos y grupos de intereses.

Ahora bien, dicho lo anterior, hay que preguntarse cómo es que una sociedad llega a convertirse en una poliarquía cuando está lejos de serlo. Según los especialistas, se llega a este estadio mediante la democratización. Esta última constituye un proceso de transformación política, mediante el cual se crean ordenamientos democráticos en sociedades en donde éstos no habían echado raíces o donde habían sido abolidos por la fuerza. La democratización consiste, entonces, en el proceso de transición de un régimen no democrático a otro que sí lo es, ya sea por la vía de recuperar instituciones y prácticas democráticas que habían existido previamente o por la creación de algo nuevo.      

Tales ordenamientos democráticos no pueden ser construidos de una vez e inmediatamente; se trata de un proceso de largo aliento, en cuyo avance se debe pasar por distintas etapas. Para el caso de la democratización latinoamericana los especialistas establecieron como un primer paso en la democratización la transición democrática que, consiste en lo fundamental, según Guillermo O´Donnell, en un “intervalo que se extiende entre un régimen político y otro”, siendo delimitada por un lado por el inicio del proceso de disolución del viejo régimen –esto es, el régimen autoritario—, a través de la implantación de un ejercicio democrático básico: elecciones competitivas, el pluralismo partidario y separación de poderes, etc. (liberalización) como por el establecimiento, en este caso, de alguna forma de democracia.      

Una vez agotada la transición –obtenidas las garantías democráticas básicas y establecido su sostén institucional mínimo (afianzamiento del mecanismo electoral, pluralismo ideológico y político, libertad de expresión, asociación y reunión)— se estaría en condiciones de pasar a la siguiente etapa: la consolidación democrática, es decir, el ejercicio pleno de los derechos civiles y políticos de los ciudadanos, sostenido por un sólido tejido institucional y una cultura política anclada en valores democráticos.      

Ciertamente, no se trata de un proceso lineal e inexorable, en tanto que las amenazas de “reversión autoritaria” siempre están presentes, incluso en la etapa de la consolidación. Como señala Rita Giacalone, siguiendo a Adam Przeworski, “aunque en la transición hacia la democracia se creen instituciones nuevas o se reactualicen otras existentes, dotadas de nuevo contenido, se trata, sin embargo, de una transacción contingente y no de un compromiso sustantivo (…). No existen garantías de que el proceso no pueda revertirse más adelante, aunque resulta obvio que cuando la nueva configuración institucional alcanza el nivel más alto –el de la constitución—  la garantía para impedir que ciertos intereses entren a la palestra política, o para que los que controlaban este escenario previamente queden relegados, es mayor”(6).      

En la misma línea, Giacalone trae a cuenta dos de las más significativas conclusiones a las que llegó en su momento Przeworski: “1) la caída de un régimen autoritario no garantiza que el que le siga sea más democrático y 2) la transición hacia la democracia puede hacerse a costa de mantener intactas las relaciones económicas existentes” (7).        

La discusión anterior se inspiró en los procesos de democratización en los cuales no había una situación de enfrentamiento militar abierto, es decir, donde los regímenes autoritarios gozaban de un clima de relativa estabilidad. A Centroamérica llegó el desafío de la democratización en el marco de una aguda conflictividad militar. El desafío de la  transición democrática se hizo presente con su exigencia de implantar los mecanismos básicos de la democracia para superar el legado autoritario, pero para que esos mecanismos fueran en verdad expresión de una democratización real había que terminar por la vía negociada con la conflictividad militar, la cual tenía una dimensión regional y otra local. Es decir, la pacificación se convirtió en una condición imprescindible para la democratización.      

En Centroamérica, la primera fase de la democratización –la transición— fue simultánea con la pacificación; más aún, dependió fuertemente de ella, al punto que sólo se pudo avanzar en ella cuando la paz fue conquistada. Dicho de otra manera, en Centroamérica, la pacificación fue la condición esencial para la transición –que sólo se pudo completar cuando finalizaron los conflictos armados que se suscitaron desde finales de los años setenta y a lo largo de la década de los ochenta.  

4. Valoración critica      
Hay que decir que la democracia no lo es todo en la vida de los seres humanos. Un poeta, el mexicano Octavio Paz, hace una importante crítica a la democracia  que no hay que dejar de lado. Paz reflexiona sobre el fundamento de la democracia, sobre su razón de ser. Para él, ese fundamento es "la creencia en la capacidad de los ciudadanos para decidir, con libertad y responsabilidad, sobre los asuntos públicos"(8). La libertad y la responsabilidad de los ciudadanos son el requisito básico no sólo para enriquecer la discusión de los asuntos públicos, sino también para que aquéllos ejerzan y defiendan sus derechos políticos fundamentales.      

Obviamente, cuando la libertad y la responsabilidad ciudadanas desfallecen, la democracia se ve fuertemente socavada. Precisamente, algo de eso vislumbra el poeta mexicano en las democracias modernas, en las cuales la política tiende a convertirse en una "rama de la industria del entretenimiento" y la libertad de expresión amenaza con convertirse en "un instrumento de domesticación intelectual, moral y política" (9).        

En su opinión, la expresión más palpable de este desfallecimiento de la democracia moderna es la transformación del debate público en "una ceremonia y un espectáculo" (10), así como la "masificación" de los ciudadanos, es decir, "el conformismo, la vulgaridad de sus pasiones, la uniformidad de sus gustos, ideas y convicciones" (11). Según Paz, "la masificación (...) de los ciudadanos y la transformación del debate público en espectáculo son rasgos que degradan a las democracias modernas. Denunciar esos males es defender a la verdadera democracia" (12). 

II. Cultura política democrática 

 1. Requisitos político-institucionales para una cultura política democrática       
a) Un proceso de descentralización del Estado, en el que se devuelva poder hacia abajo y se atribuya poder hacia arriba. Aquí es pertinente traer a cuenta la tesis de Alain Touraine acerca de doble papel del Estado, que por un lado unifica las sociedad de arriba hacia abajo, encuadrando la organización social en el sistema político; y, por otro, asegura el ascenso de los problemas y los conflictos de la organización social hacia el sistema político. "El Estado es el recurso, no el amo"(14).     

b) Además, el Estado debería elevar su eficiencia administrativa para conservar o recobrar legitimidad, lo cual pasa necesariamente por el fortalecimiento del entramado institucional que lo sostiene. El gobierno podría establecer un contacto más directo con los ciudadanos, y éstos con el gobierno, mediante “los experimentos de democracia”: democracia local directa, jurados ciudadanos, por ejemplo, los cuales no sustituirían a los mecanismos de voto normales en el poder local y central, pero se podrían convertir en un complemento perdurable de ellos. De lo que se trata es de combinar creativamente participación con representación, lo cual, por lo general, es siempre problemático. Según Dahl, se está ante un dilema democrático fundamenta; él lo formula así: "cuando menor sea una unidad democrática, tanto mayor será el potencial de la participación ciudadana y tanto menor la necesidad de que los ciudadanos deleguen las decisiones políticas en representantes. Cuanto mayor sea la unidad, tanto mayor será la capacidad de éstos para lidiar con los problemas importantes de los ciudadanos y tanto mayor será la necesidad de que los ciudadanos deleguen decisiones a sus representantes"(15).     

c) Otro de los requisitos es la promoción de la sociedad civil. Ésta y el Estado deberían actuar asociados, cada uno para ayudar, pero también para controlar, la acción del otro. Lo cual no significa que el Estado deba estar en todas partes, puesto que de ello se seguirían no sólo un crecimiento desproporcionado de la burocracia estatal —con los costos económicos que ello supone para la sociedad—, sino también el riesgo de que los burócratas quieran controlarlo todo, imponiendo la racionalidad que rige en el ámbito estatal en otras esferas de la vida humana regidas por una  racionalidad distinta. En su momento, Jürgen Hebermas llamó la atención sobre los peligros de lo que él percibió como un proceso de "colonización" del mundo de la vida por la "racionalidad instrumental" o "estratégica" (16).      

d) Por último, y puesto que la familia es una institución básica de la sociedad, la democratización de la familia es un requisito clave para lograr una cultura política democrática. La familia se debería democratizar en formas que sugirieran la pauta de los procesos de democracia pública. La democracia en la esfera pública implica igualdad formal, derechos individuales, la discusión pública de cuestiones sin violencia y una autoridad más apoyada en la negociación que asentada en la tradición. Por su parte, la familia democratizada –en el horizonte de una cultura política democrática- implicaría equidad, respeto mutuo, autonomía, toma de decisiones mediante la comunicación y ausencia de violencia. Democratizar la familia supone hacerse cargo de lo que Giddens llama su "cara oculta": los abusos sexuales de tipo incestuoso y la violencia doméstica(17). El siguiente paso consiste en "hallar un equilibrio entre las libertades individuales que todos valoramos en nuestra vida individual y la necesidad de establecer relaciones estables y duraderas con otras personas"(18).     

Así  pues, teniendo como trasfondo los requisitos apuntados —que no agotan ni mucho menos lo que se requiere para construir un ordenamiento político democrático—, se puede decir que un régimen democrático no descansa en el poder irrevocable de un Jefe ni en el poder de un líder o una coalición civil-militar ni el poder absoluto de una institución. En cambio, un régimen democrático exige tanto la participación ciudadana como la discusión y la crítica públicas. Es decir, la democracia supone la presencia ciudadana en el espacio público (19): el espacio donde se examinan, se valoran y critican los problemas socio-políticos y donde se proponen alternativas razonables de solución a los mismos, que sean aceptables para la mayoría, pero que tomen en consideración los intereses de la minoría.      

¿Qué es lo que anima a los ciudadanos a participar en la discusión y solución de los asuntos públicos? ¿Qué es lo que permite que  los ciudadanos acepten los mecanismos democráticos para la resolución de sus problemas? Como hemos apuntado al principio de este artículo, la respuesta a esta interrogante es doble: por un lado, la confianza en las instituciones; y, por otro, el rechazo a las soluciones de fuerza para resolver los problemas de la sociedad. Ambos aspectos, la confianza institucional y el rechazo de la fuerza, se nutren de un conjunto de valores, normas y prácticas sociales que son favorables a la democracia como forma de vida. En su conjunto, esos valores, normas y prácticas constituyen los ingredientes necesarios para construir una  cultura política democrática. ¿Cuáles son sus rasgos básicos?

 2. Componentes básicos de una cultura política democrática      
a) Confianza en las instituciones, en el entendido de que en las mismas se limita la discrecionalidad individual y grupal, y que sus funciones son ejecutadas por quienes tienen la obligación de responder ante la sociedad por sus aciertos y errores. La contrapartida negativa de ello es la desconfianza institucional, origen de los más variados rechazos ciudadanos a los procedimientos democráticos. Ahora bien, las instituciones generan confianza en la medida que responden con eficacia y transparencia a las demandas ciudadanas. Allí donde faltan esa eficacia y transparencia no sólo es presumible detectar serias debilidades en el entramado institucional, sino también un malestar social bien arraigado, predispuesto a explotar públicamente.       

b) Valoración positiva de la crítica pública, lo cual descansa en la convicción de que los humanos propenden a equivocarse —sobre todos quienes ocupan cargos públicos—, siendo necesidades imperiosas la vigilancia permanentemente de su desempeño y el examen crítico de sus decisiones. En una sociedad democrática el individuo debe tener la mayor libertad posible de hablar, actuar y decidir. Esta libertad permite que una sociedad sea más inventiva, productiva, moral e interesante que otra en la que la conciencia, el discurso y la acción son ordenadas por una autoridad superior. Por otra parte, la libertad se basa en las limitaciones y las capacidades de las personas; parte del reconocimiento de que todos se pueden equivocar y que, por tanto, no hay nada en su discurso que pueda ser tomado como una verdad definitiva, es decir, indiscutible y no sujeto a revisión. Asimismo, ningún individuo o grupo puede considerarse (o ser considerado) como poseedor de la verdad, sabiduría o habilidad plenas para mandar y hacerse obedecer irrestrictamente.      

c) Disposición a participar en los asuntos públicos, bajo el supuesto de que la buena marcha de la sociedad es algo que compete a cada uno de los ciudadanos. Esto se sostiene en la idea de que  últimamente el poder político reside en todos y cada uno de los ciudadanos —soberanía popular. Dicho de otro modo: los humanos no nacen sujetos a ninguna autoridad humana superior, sino que nacen con la capacidad y el poder para participar y ejercitar su autoridad final en las decisiones políticas. Obviamente, allí donde no se ha interiorizado esa convicción, las resistencias ciudadanas a participar en los asuntos públicos serán mayores, con lo cual la democracia, aunque haya cristalizado en su dimensión de ordenamiento político, verá sensiblemente disminuidos sus alcances como forma de vida. Como dice Jürgen Habermas, los espacios públicos liberales "hacen valer la autoridad de un público que toma postura ante las cuestiones que fuere… quienes actúan en el escenario deben su influencia al asentimiento de una galería acostumbrada a criticar y ejercitada en la crítica"(20).     

d) Respeto a las leyes, pues se reconoce que éstas son la mejor garantía contra la prepotencia y la arbitrariedad. Un ciudadano ideal en una democracia también ideal acepta el imperio de la ley no porque ésta exprese lo mejor de sus intereses y aspiraciones como individuo, sino porque, aun con sus limitaciones intrínsecas, es uno de los mejores instrumentos para normar las complejas relaciones humanas. Y una de sus ventajas de la ley proviene justamente de que por su universalidad puede ser ampliamente compartida (y entendida) por todos. La ley es, pues, un rasero; una medida a la cual todos los ciudadanos, si quieren vivir en relativa paz y tranquilidad, deben sujetarse. 

Los ciudadanos deben saberla limitada, pero también perfectible, es decir, modificable por procedimientos también regidos por la ley. Deben saberla manipulable, por intereses económicos y políticos, y con fallas en su interpretación y aplicación. Sin embargo, deben tener la convicción de que es mejor la existencia de una mala ley a la ausencia de cualquier criterio normativo de la convivencia social, que pondría a cada uno a expensas del vecino. En fin, un ciudadano en una democracia, si ha interiorizado la importancia de la ley, no debería proclamar que la ley está hecha para violarse, sino todo lo contrario, puesto que sabe de las consecuencias prácticas que se seguirían del imperio de tal predisposición: ver violentados sus derechos permanentemente por quienes consideran que tal o cual ley en particular —o el conjunto del orden legal— no expresa sus intereses y aspiraciones (21). De paso, aceptar el imperio de las leyes, así como su perfectibilidad, supone aceptar que no hay una democracia acabada, es decir, que la democracia también es mejorable, "que tiene mecanismos autocorrectivos —no todos ellos codificados legalmente— que pueden irla purificando de sus abusos"(22).     

e) Rechazo de la violencia estatal y privada. Esta actitud no sólo favorece la resolución pacífica de los conflictos, sino que es una salvaguarda contra las pretensiones autocráticas de quienes llegan a controlar una parte del poder político. Se rechaza la violencia estatal porque no se quiere ser víctima de los abusos a los que puede conducir la misma, una vez que se haya desencadenado. Eso no quiere decir que no se reconozca al Estado como monopolizador de la fuerza ni que no se acepte que, bajo determinadas circunstancias, esa fuerza deba ser utilizada. Pero un ciudadano que ha asumido los valores democráticos no aplaude el uso de la fuerza por el Estado ni ve con buenos ojos el monopolio que de aquélla hace este último. Se rechaza la violencia privada porque nada es más peligroso para la convivencia social que el que haya individuos o grupos disponiendo de la vida y los bienes de otros a su libre voluntad.       

f) Tolerancia: "virtud pública [que] no forma parte de las reglas del juego político, sino de su trasfondo cultural… Distinta de las reglas del juego real de la política, la tolerancia puede considerarse como un principio que alimenta los ideales colectivos de la vida democrática, y, a su vez, crece en el ejercicio de las prácticas de esta forma vida"(23). La tolerancia supone la aceptación de las ideas y preferencias —ideológicas, artísticas, religiosas, sexuales,  etc.—  de los otros, no como una concesión, sino como una aceptación de lo relativo de las propias opciones y valores. Fernando Savater, en su libro Misterios gozosos, lo dice en forma radical: "la tolerancia es el reconocimiento del derecho a no creer: a no creer en la religión establecida, en la ciencia establecida, en la sexualidad establecida, en el sentido común establecido"(24). O en otra formulación: "vivir en una democracia moderna quiere decir convivir con costumbres y comportamientos que uno desaprueba"(25). Por su parte, la tolerancia democrática arranca del pluralismo social e ideológico, y en él debe ejercerse, puesto que, como señala Savater en otro de sus escritos, vivir en democracia  "equivale a coexistir con lo que no nos  gusta, con o que consideramos erróneo o mezquino, con lo que nos repugna o no conseguimos entender… Lo característico de vivir en democracia es sentir impaciencia y desasosiego; encontrar en lo común un amparo genérico, pero poco consuelo gregario para las inquietudes privadas. De modo que la tentación de identificarse con algo simple y vigoroso, que expulse las incertidumbres y disidencias, es constante… En tal situación la tolerancia no es una edificante aspiración personal sino una actitud política que debe ser convenientemente instituida" (26). Para Fernando Salmerón, la tolerancia tiene su anclaje en una "disposición para la persuación", que supone, "frente a las posibilidades de la coacción o de la mera aceptación pasiva de una situación que se piensa pasajera, un acto permanente de confianza en la razón para dirimir las controversias entre los hombres"(27).     

g) Espíritu de moderación que lleva a evitar —incluso a sentir pavor por— las posiciones extremas a nivel ideológico y político, lo cual no quiere decir que no se acepten tanto la diversidad y el conflicto como algo inevitable en la sociedad. El hecho de que los seres humanos sean únicos, individuales y libres, crea una multiplicidad y un desacuerdo de ideas e intereses, puesto que las personas tratan de traducir sus fines en políticas públicas y sus ambiciones en dominación. Pero eso no quiere decir que deban buscarse siempre las soluciones extremas o que esas soluciones sean las mejores. Sólo ese espíritu de moderación puede permitir la conciliación de las opiniones y opciones que se ventilan tanto en tanto en la esfera pública como en la privada; sólo ese espíritu de moderación puede ayudar a ese estilo de convivencia civilizada soñado por la democracia, en el cual la mayoría respeta a la minoría, que esta última acepte las decisiones de la primera, habida cuenta de que lo que está en juego son los derechos inalienables de los individuos. Dicho de otra forma, el espíritu de moderación supone una cierta templanza hedonista, alimentada de dos fuentes: "gustos sencillos y una mente compleja. Lo contrario de lo que vemos a nuestro alrededor, donde abundan las personas sumamente sofisticadas en cuanto a sus caprichos, que todo lo quieren más abundante, más duradero, más frío, más caliente o con más prestaciones electrónicas, y de una simplicidad casi reptiliana en lo tocante a sus ideas: bueno/malo, amigo/enemigo, blanco/negro… Se trastoca el lugar donde debe exigirse la robusta sensibilidad y el de la sensibilidad matizada" (28).      

f) Aceptación de la libertad como un bien irrenunciable, aun con sus riesgos e incertidumbres, por encima de cualquier despotismo, por más seguridades que ofrezca. La cultura política democrática es inconcebible sin la idea de que la gente puede regular sus vidas, compartir la gobernabilidad, discutir racionalmente, elegir sabiamente y disfrutar y mejorar la condición humana. No se trata de cualquier libertad sino de aquella que, por un lado, permite al individuo ser dueño de sí mismo ("libertad positiva") y, por otro, no permite que otros hombres impidan al individuo tomar sus propias decisiones ("libertad negativa"). Sobre la primera, Isaiah Berlin dice lo siguiente: "el sentido 'positivo' de la palabra 'libertad' se deriva del deseo por parte del individuo de ser su propio dueño… Quiero ser alguien, no nadie; quiero actuar, decidir, no que decidan por mí; dirigirme a mí mismo y no ser dirigido por la naturaleza o por otros hombres como si fuera una cosa, un animal o un esclavo incapaz de representar un papel humano; es decir, concebir fines y medios propios y ser capaz de realizarlos"(29). Mientras que, para Berlin, libertad negativa "quiere decir para mí que otros no se interpongan en mi actividad. Cuanto más extenso sea el ámbito de esta ausencia de interposición, más amplia es mi libertad"(30).     

g) Convencimiento de los ciudadanos de ser, como individuos, sujetos con derechos inalienables, es decir, de derechos que nadie  —líder, partido o autoridad— puede violentar. Este convencimiento se nutre no sólo de una tradición de pensamiento político, que se remonta a autores como Benjamin Constant, Alexis de Toqueville o John Stuart Mill y a la tradición liberal a la que pertenecen, sino del acervo cultural de la modernidad. Casi nadie se atreve a poner en cuestión dos de los mejores legados de la tradición liberal: primero, que solamente los derechos y no el poder, pueden ser considerados como absolutos, de manera que todos los hombres, cualquiera que sea el poder que les gobierne, tienen el derecho absoluto de negarse a comportarse de una manera que no es humana, y segundo, que hay fronteras, no trazadas artificialmente, dentro de las cuales los hombres deben ser inviolables. En la medida que los ciudadanos caen en la cuenta de la existencia de esas fronteras y están dispuestos a defenderlas ante las embestidas del poder, en esa medida la cultura política democrática logra que uno de sus pilares fundamentales eche raíces. Como dice Pedro Schwartz en sus Nuevos ensayos liberales, "una sociedad liberal debe organizarse de tal manera que la intimidad de los individuos, sus personales derechos de propiedad y los contratos que voluntariamente suscriban con otros no puedan ser invadidos o anulados por la violencia"(31).      

h) Decisión por elección. En el marco de una cultura política democrática, debe aceptarse que las últimas decisiones para resolver conflictos políticos, se den por medio de elecciones. Si el poder político reside en última instancia en cada persona, igualmente libre que otra, entonces debe aceptarse que la decisión preferida por el mayor número posible de ciudadanos sea implementada. Ello no obsta para que no se reconozcan ciertos límites de lo que la mayoría puede hacer. No puede oprimir a la minoría, no puede expropiar sus propiedades, reducir su ciudadanía o impedirle que pueda convertirse, a su vez, en mayoría. Está claro que hay derechos de la minoría que no sólo deben ser escuchados, sino también ser garantizados institucionalmente. Dicho de otro modo: la mayoría tiene la obligación de respetar y asegurar los derechos de la minoría, pero la minoría tiene la obligación de respetar el derecho de la mayoría a gobernar.     

i) Desconfianza ante cualquier propuesta redentora social o política, pues se tiene la certeza de que los salvadores —líderes individuales o partidos—, amparados en su cruzada redentora, pueden terminar por someter a su voluntad los derechos fundamentales de los ciudadanos. Esa desconfianza, más que de formulaciones teóricas, se alimenta de experiencias socio-políticas concretas: movimientos insurgentes de izquierda, dictaduras militares de derecha, regímenes totalitarios…. Todas esas experiencias socio-políticas fueron legitimadas por propuestas de salvación histórica. Todas ellas se tradujeron en muerte y destrucción: campos de concentración, deportaciones masivas, cámaras de gas, purgas, ajusticiamientos. Ninguna trajo la salvación prometida. Así pues, hay motivos más que suficientes para esa desconfianza, la cual es más que saludable: es imprescindible para no depositar en manos de nadie el destino  de cada uno, en cuya forja todos debemos participar.  

En resumen, la cultura política democrática se nutre de, al menos, los siguientes elementos: confianza en las instituciones, valoración positiva de la crítica pública, disposición a participar, rechazo de la violencia estatal y privada, tolerancia, un espíritu de moderación, aceptación de la libertad, convencimiento de los ciudadanos de ser, como individuos, sujetos con derechos inalienables, decisión por elección y desconfianza ante cualquier propuesta redentora social o política. En palabras de Robert Dahl, "las perspectivas de una democracia estable en un país se ven potenciadas si sus ciudadanos y sus líderes defienden con fuerza las ideas, valores y prácticas democráticas. El apoyo más fiable se produce cuando esos valores y predisposiciones están arraigados en la cultura de un país y se transmiten, en gran parte, de una generación otra. En otras palabras, si el país posee una cultura política democrática"(32). Lo cual quiere decir que es difícil que haya una democracia sin demócratas: ciudadanos educados en la palabra pública y en la conciencia de su valor. 

III. Estado democrático de derecho
 1. Estado de derecho      
En una aproximación muy general, por Estado se puede entender al sistema de instituciones desde las que se organiza, dirige y controla a una sociedad determinada (Yo tengo una confusión en esto o no se si entiendo mal; Estado somos todos y las instituciones para organizar, dirigir y controlar son gobierno?) En esta perspectiva, Estado no es igual a gobierno, en tanto que este último sería la concreción de una forma específica de administrar las instituciones estatales.  Por su parte, el derecho hace referencia a un sistema de normas jurídicas que regula las relaciones entre los individuos en cuanto a sus deberes (obligaciones) y privilegios: es decir, regula las relaciones jurídicas entre individuos sujetos de derecho.  ¿De dónde deriva el deber?, se pregunta Norberto Bobbio, y responde: "no puede derivar sino de una norma, que ordena o prohibe. En esencia, el derecho no es sino el reflejo subjetivo de una norma imperativa (positiva o negativa). La relación jurídica, como relación de derecho-deber, presupone siempre dos reglas de conducta de las cuales la primera atribuye un poder y la segunda un deber"(33).      

Asimismo, ambos términos —Estado y derecho— se vinculan estrechamente en lo que se conoce como "Estado de derecho". ¿Cómo es que se articulan ambos aspectos en el Estado de derecho? Dicho de otro modo, ¿qué, pues, es el Estado de derecho?      

Las modernas concepciones del Estado de derecho —a la manera de los planteamientos de autores como Noberto Bobbio,  Nicola Matteucci y Gianfranco Pasquino— consideran que el Estado sólo puede ser de derecho cuando está fundado en un ordenamiento jurídico que garantiza un ejercicio del poder que atiende a principios de carácter universal, sin consideraciones ni concesiones particulares de ninguna naturaleza. Asimismo, en un Estado de derecho, la universalidad de las leyes —en su concepción y aplicación— corre pareja con una separación  de poderes garantizada por la ley y concretada en una institucionalidad determinada en la que aquélla toma cuerpo.  Los autores citados, en su Diccionario de política(34), sistematizan de este modo la estructura del Estado de derecho:  

"1) Estructura formal del sistema jurídico, o sea garantía de las libertades fundamentales a través de la ley general abstracta aplicada por jueces independientes. 

2) Estructura material del sistema jurídico: libertad de competencia en el mercado, reconocida en el intercambio entre sujetos propietarios.  

3) Estructura social del sistema jurídico: la cuestión social y las políticas reformistas de integración de la clase trabajador. 

4) Estructura política del sistema jurídico: separación y distribución del poder"(35).       

Un Estado de derecho —articulado a partir de un sistema de normas jurídicas en las que establecen los derechos y obligaciones de los ciudadanos y donde se sanciona la separación de poderes— está concebido para evitar la arbitrariedad, la discrecionalidad y el abuso del poder, antes que nadie por el mismo Estado. En palabras de Spinoza: "si el Estado no estuviese sujeto a alguna de las leyes o reglas gracias a las cuales es lo que es, no sería realidad natural, sino una quimera"(36). O, como dice Norberto Bobbio, "en cuanto los gobernadores abusan menos de su poder gobiernan dentro de los límites de la razón y así pueden contar con el consenso de sus súbditos"(37).      

Así  pues, un Estado de derecho es un Estado que hace leyes y se rige por leyes; ante el Estado, los individuos no son más que sujetos de derecho, es decir, sujetos iguales ante la ley, con los mismos privilegios y obligaciones jurídicas. Su principal fuente de legimitimidad estriba en que, fundado en el derecho natural —en la lex naturalis—, se ha dotado de un cuerpo jurídico positivo, en el que se superan las limitaciones del primero y se responde a las variadas circunstancias humanas y sociales. Su principal opuesto es el Estado de facto, es decir, el Estado fundado en la fuerza, la arbitrariedad y el abuso del poder, que en cuanto tal se acerca más a la situación de violencia y de guerra de todos contra todos en que vivió el hombre antes del contrato social que a la civilización en la que debe imponerse la razón, cuya mejor expresión —en la tradición del derecho natural— es la ley.  

2. El Estado democrático de derecho: su fundamento en los derechos humanos       
¿Cómo se avanza hacia un Estado democrático de derecho? ¿Qué papel deben jugar en el mismo los derechos humanos?      

Primero hay que recordar lo que ya se dijo sobre la democracia: es una forma de gobierno —un régimen político— que se caracteriza por la separación de poderes, el pluralismo ideológico y político, la competencia electoral y la participación ciudadana en los asuntos públicos. Obviamente, no todos los países que inscriben en el marco de democracia cumplen a cabalidad con los requisitos señalados; más aún, hay autores que sostienen que esos requisitos son algo ideal y que las sociedades concretas sólo pueden aproximarse a ese ideal: son las llamadas poliarquías, es decir, las democracias representativas modernas con sufragio universal (38). Como quiera que sea, la democracia puede ser vista como un conjunto de procedimientos cuyo objetivo es evitar la concentración abusiva del poder en una o pocas manos, el despotismo y la arbitrariedad en la toma de decisiones políticas. La democracia, en este sentido, es coherente con un Estado de derecho, es decir, con un Estado que no sólo está regulado por la ley, sino que es un defensor irrestricto de la misma. La formulación  más estricta de la unidad de ambos aspectos es, precisamente, "Estado democrático de derecho".      

¿Van siempre unidos la democracia y el Estado de derecho? No necesariamente. Por ejemplo, en la ex URSS había una especie de Estado de derecho, pero con una ausencia casi total de democracia en el sentido que se ha definido antes. Es decir, puede haber Estado de derecho sin democracia. Lo contrario es más difícil en la práctica: las democracias modernas más consolidadas están sostenidas por unos sólidos Estados de derecho sin los cuales serían sumamente endebles. En otras palabras, aunque Estado de derecho y democracia no son lo mismo, la complementariedad y fortalecimiento recíproco entre ambos no deja lugar a dudas.       

Ahora bien, ¿qué se puede decir de los derechos humanos en el marco de lo que se ha discutido hasta ahora? Antes que nada, que la democracia como conjunto de procedimientos regulados por la ley para evitar el despotismo y el abuso del poder deja de lado aspectos cruciales de la vida humana que están más allá del campo específicamente político: la dignidad propia y ajena, las limitaciones económicas, la supervivencia material, las limitaciones para acceder a lo mínimo para llevar una vida decente y decorosa.... Es decir, deja de lado ese ámbito de la realidad social que se identifica como el ámbito de los "derechos humanos".       

No es fácil dar una definición de derechos humanos, pero no cabe duda que el término se refiere al conjunto de atribuciones —materiales, sociales, culturales, económicas y políticas— de las que los hombres deben gozar en razón de su humanidad. Los derechos humanos apuntan a lo que se le debe al hombre por su humanidad: eso que se le debe al hombre por humano es su "derecho humano": el derecho a la vida, a la seguridad, al bienestar, al respeto y a la dignidad.       

Hasta hace muy poco, se consideraba que esos derechos humanos eran algo extrínseco a la democracia, esto es, que ésta tenía poco que ver con la marginación económica, la dignidad y la integridad de los ciudadanos. Poco a poco, se ha ido aceptando que la democracia no se sostiene ni mucho menos se legitima ahí donde los derechos humanos no son garantizados positivamente o, peor aún, donde son violentados por ordenamientos socio-económicos excluyentes e injustos. Dicho de otra forma, lentamente se ha caído en la cuenta de que no basta con garantizar los derechos civiles y políticos —algo que hasta hace poco le bastó a la democracia—, puesto que hay otros derechos —por ejemplo los derechos económicos y sociales— que también deben serlo, si lo que se pretende es edificar sociedades estables, prósperas y justas. De algún modo, Robert Dahl se hace cargo de esta problemática cuando señala que si bien es cierto que "la relación entre la democracia moderna y las economías de mercado tiene ventajas para ambas, no podemos ignorar un coste importante que la economía de mercado impone a la democracia. Al crear desigualdades, la economía de mercado puede disminuir también las posibilidades de alcanzar una igualdad política plena entre los ciudadanos de un país democrático"(38).       

El reto, entonces, es articular democracia y derechos humanos, de forma tal que surja una forma de gobierno que no sólo se cuide del despotismo y de los abusos de poder, sino del bienestar y de la dignidad de sus ciudadanos, considerando ese bienestar y esa dignidad como derechos inalienables suyos. Hasta el día de hoy, unas pocas sociedades han ensayado ese camino; las más —sociedades tercermundistas en su mayoría—, siguen insertas en un esquema que separa a la democracia de los derechos humanos, es decir, en un esquema en el cual la primera es un asunto de los políticos (y de los ciudadanos como electores) y los segundos un asunto del mercado (que hará valer los derechos de aquellos que tengan algo que vender o algo que comprar). 
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El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo texto completo figura en las páginas siguientes. Tras este acto histórico, la Asamblea pidió a todos los Países Miembros que publicaran el texto de la Declaración y dispusieran que fuera "distribuido, expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción fundada en la condición política de los países o de los territorios".

PREÁMBULO

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana;

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias;

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión;

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones;

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad;

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;

LA ASAMBLEA GENERAL proclama la presente DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

Artículo 1.

· Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

Artículo 2.

· Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

· Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 

Artículo 3.

· Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 

Artículo 4.

· Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas. 

Artículo 5.

· Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 6.

· Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 7.

· Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 

Artículo 8.

· Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

Artículo 9.

· Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 

Artículo 10.

· Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 

Artículo 11.

· 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 

· 2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 

Artículo 12.

· Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Artículo 13.

· 1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado. 

· 2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país. 

Artículo 14.

· 1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país. 

· 2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

Artículo 15.

· 1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 

· 2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad. 

Artículo 16.

· 1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 

· 2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio. 

· 3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

Artículo 17.

· 1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 

· 2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 

Artículo 18.

· Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 

Artículo 19.

· Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 

Artículo 20.

· 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas. 

· 2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 

Artículo 21.

· 1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos. 

· 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

· 3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

Artículo 22.

· Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

Artículo 23.

· 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. 

· 2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual. 

· 3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social. 

· 4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses. 

Artículo 24.

· Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 

Artículo 25.

· 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 

· 2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 

Artículo 26.

· 1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos. 

· 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. 

· 3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos. 

Artículo 27.

· 1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten. 

· 2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 

Artículo 28.

· Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos. 

Artículo 29.

· 1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 

· 2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 

· 3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

Artículo 30.

· Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
A/RES/2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966

Preámbulo

Los Estados partes en el presente Pacto,

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la persona humana,

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto,

Convienen en los Artículos siguientes:

Parte I

Artículo 1

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.

Parte II

Artículo 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 4

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática.

Artículo 5

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él.

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.

Parte III

Artículo 6

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación técnico profesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana.

Artículo 7

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual;

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto;

b) La seguridad y la higiene en el trabajo;

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad;

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos.

Artículo 8

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos;

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas;

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos;

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país.

2. El presente Artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la administración del Estado.

3. Nada de lo dispuesto en este Artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías.

Artículo 9

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social.

Artículo 10

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.

2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales;

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.

Artículo 12

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.

Artículo 13

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria;

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. Nada de lo dispuesto en este Artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 14

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él, aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otros territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos.

Artículo 15

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:

a) Participar en la vida cultural;

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales.

Parte IV

Artículo 16

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo.

2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Económico y Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto;

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los organismos especializados copias de los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente Pacto que además sean miembros de estos organismos especializados, en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos constitutivos.

Artículo 17

1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los organismos especializados interesados.

2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto.

3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Estado Parte, no será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer referencia concreta a la misma.

Artículo 18

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en materia de derechos humanos y libertades fundamentales, el Consejo Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos especializados sobre la presentación por tales organismos de informes relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que corresponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener detalles sobre las decisiones y recomendaciones que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competentes de dichos organismos.

Artículo 19

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o para información, según proceda, los informes sobre derechos humanos que presenten a los Estados conforme a los Artículos 16 y 17, y los informes relativos a los derechos humanos que presenten los organismos especializados conforme al Artículo 18.

Artículo 20

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del Artículo 19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en un documento allí mencionado.

Artículo 21

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la información recibida de los Estados Partes en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de las medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto general de los derechos reconocidos en el presente Pacto.

Artículo 22

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos de las Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente Pacto.

Artículo 23

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados.

Artículo 24

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el Pacto.

Artículo 25

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y recursos naturales.

Parte V

Artículo 26

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto.

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 1 del presente Artículo.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión.

Artículo 27

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.

Artículo 29

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.

Artículo 30

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del Artículo 26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo Artículo:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el Artículo 26;

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el Artículo 27, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el Artículo 29.

Artículo 31

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente acto a todos los Estados mencionados en el Artículo 26.

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS

DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

 "…la máxima participación de la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre, en todos los campos, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz."

 

INTRODUCCION

El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, que entró en vigor como tratado internacional el 3 de septiembre de 1981 tras su ratificación por 20 países. En 1989, décimo aniversario de la Convención, casi 100 naciones han declarado que se consideran obligadas por sus disposiciones.

A continuación se reproduce el texto integro de la Convención.

****************************************************************************

CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS

DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER

****************************************************************************

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos del hombre y la mujer,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo,

Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos tienen la obligación de garantizar al hombre y la mujer la igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos,

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones,

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad,

Preocupados par el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer,

Subrayando que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer,

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia de sus sistemas económicos y sociales, el desarme general y completo y, en particular, el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el respeto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso y el desarrollo sociales y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y la mujer,

Convencidos de que la máximo participación de la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre, en todos los campos, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz,

Teniendo presente el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y la función de los padres en la familia y en la educación de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación sino que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto,

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia,

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Artículo 2

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio;

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer;

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base

de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales o competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación;

d) Abstenerse de incurrir en todo acto a práctica de discriminación contra la mujer y velar porque las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación;

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;

f) Adaptar todos las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer;

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer.

Articulo 3

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Articulo 4

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará discriminatoria.

Articulo 5

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres;

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos.

Artículo 6

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer. 

PARTE II

Artículo 7

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizando, en igualdad de condiciones con los hombres el derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;

b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales;

c) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país.

Artículo 8

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las organizaciones internacionales.

Artículo 9

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán en particular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge.

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con respecto a la nacionalidad de sus hijos.

PARTE III

Artículo 10

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica y profesional, incluida la educación técnica superior, así como en todos los tipos de capacitación profesional;

b) Acceso a los mismos programas de estudios y los mismos exámenes, personal docente del mismo nivel profesional y locales y equipos escolares de la misma calidad;

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos en enseñanza.

d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar estudios;

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación complementaria, incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a reducir lo antes posible la diferencia de conocimientos existentes entre el hombre y la mujer;

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente;

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación física;

h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la familia.

Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:

a. El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano; 

b. El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios de selección de cuestiones de empleo; 

c. El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho al acceso a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional y el adiestramiento periódico; 

d. El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la calidad de trabajo; 

e. El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; 

f. El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas para:

a. Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base de estado civil; 

b. Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o beneficios sociales; 

c. Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños; 

d. Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella. 

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda.

Artículo 12

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.

Artículo 13

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:

a. El derecho a prestaciones familiares; 

b. El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito financiero; 

c. El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la vida cultural. 

Artículo 14

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer de las zonas rurales.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:

a. Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles; 

b. Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia; 

c. Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social; 

d. Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica; 

e. Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena; 

f. Participar en todas las actividades comunitarias; 

g. Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento; 

h. Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones. 

Parte IV

Artículo 15

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.

2. Los Estado Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales.

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará nulo.

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para elegir su residencia y domicilio.

Artículo 16

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:

a. El mismo derecho para contraer matrimonio; 

b. El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su libre albedrío y su pleno consentimiento; 

c. Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución; 

d. Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

e. Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso la información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos; 

f. Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

g. Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupación; 

h. Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso. 

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro oficial.

Artículo 17

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros de Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes.

4. Los miembros de Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de as Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

5. Los miembros de Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El mandado de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente de Comité, expirará al cabo de dos años.

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a reserva de la aprobación del Comité.

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité.

9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la presente Convención.

Artículo 18

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este sentido:

a. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate; y 

b. En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite. 

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención.

Artículo 19

1. El comité aprobará su propio reglamento. 

2. El comité elegirá su Mesa por un período dos años. 

Artículo 20

1. El comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 de la presente Convención.

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Artículo 21

1. El comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basados en el examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.

2. El Secretario General transmitirá los informes del Comité a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información.

Artículo 22

Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de sus actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.

PARTE VI

Artículo 23

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar de:

a. La legislación de un Estado Parte; o 

b. Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado. 

Artículo 24

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 25

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.

2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente Convención.

3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en su caso, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

Artículo 27

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 28

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción.

Artículo 29

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parta que haya formulado esa reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
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